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OCTAVA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA PENAL TRADICIONAL DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO. - Cancún Quintana Roo, a 
veinticuatro de febrero del año dos mil veintidós. -   
          VISTO: Para resolver el Toca Penal número ********, formado con motivo del 
recurso de apelación interpuesto por el Licenciado JORGE LUIS MORFINEZ 
ALDAMA, Agente del Ministerio Público del Fuero Común de la adscripción, en 
contra del auto de fecha ********* ** ********* ** *** *** ******, dictado por el entonces 
secretario en funciones de Juez Penal Auxiliar “A” de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Solidaridad, Quintana Roo, en la causa penal número ********, seguido 
en contra de ***** ****** ******** ****** * **** ****** ****** ** ** ****, por el delito de 
DESPOJO, y; 

R E S U L T A N D O 
I.- En fecha veintiséis de noviembre de dos mil veinte, el entonces secretario 

en Funciones de Juez Penal Auxiliar “A” de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Solidaridad, Quintana Roo, dictó el siguiente acuerdo:   

 
“...Agréguese a los autos el escrito de cuenta para que obre 
como legalmente corresponda, y en relación a su contenido, 
vista la inasistencia del Licenciado ***** ******* ******** *******, 
Defensor Particular, para la audiencia que se encontraba fijada  
para el día de hoy en punto de las doce horas, por las razones 
que hace valer, resulta imposible el desahogo  de la diligencia 
consistente en la DECLARACION TESTIMONIAL  a cargo de la 
ateste ********* ****** *******, ahora bien, se tiene por justificada  
dicha inasistencia, toda vez que es un mandato judicial lo que 
está presentando como justificante el defensor Particular, y en 
consecuencia, con fundamento en lo previsto por el artículo 
544, a fin de no retrasar el presente proceso, se fijan las DIEZ 
HORAS DEL DIA DIECIOCHO DE FEBRERO DEL DOS MIL 
VEINTIUNO, para llevar a cabo la audiencia anteriormente 
señalada quedando la ateste ********* ****** ******* debidamente 
notificada; apercibida que en caso de no comparecer sin causa 
que la justifique  se le impondrá en su persona  una multa de 
TREINTA VECES el valor de la Unidad de Medida y 
Actualización vigente  a la presente fecha, que lo es de 
OCHENTA Y SEIS  PESOS CON OCHENTA Y OCHO 
CENTAVOS MONEDA NACIONAL,  que multiplicados 
por treinta dan el total de DOS MIL SEISCIENTOS SEIS 
PESOS CON CUARENTA CENTAVOS  MONEDA NACIONAL, 
esto con fundamento  en el artículo 26 inciso B, párrafo seis y 
siete de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en relación con el 545 fracción II, del Código de 
Procedimientos Penales del estado en vigor, a favor del Fondo 
de Mejoramiento para la Administración de la Justicia del 
Estado; sin perjuicio de ordenar su arresto. Del mismo modo, 
se apercibe al Licenciado ***** ******* ******** ******* defensor 
particular, que en caso de no comparecer sin causa que la 
justifique se le impondrá en su persona la medida consistente 
en un arresto  por veinticuatro horas, esto, con fundamento en 
el artículo 545 fracción IV, del Código de Procedimientos 
Penales vigente en el Estado; quedando en este acto 
debidamente notificados  los procesados ***** ****** ******** 
****** * **** ****** ****** ** ** ****, de la hora y fecha, en la que 
deberán presentarse ante esta autoridad, para el desahogo de 
la diligencia anteriormente señalada, apercibidos que en caso 
de no comparecer en la hora y fecha señalada, sin justa causa 
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comprobada, se les revocará la libertad provisional bajo 
caución que actualmente disfrutan, se ordenara su 
reaprehensión y la garantía otorgada se hará efectiva, lo 
anterior con apoyo en los artículos 357, 360 fracción VII y 362 
del Código de Procedimientos Penales  para el estado. 
Seguidamente la asesora jurídica de la agraviada de mérito 
solicita el uso de la voz y manifiesta: Que respecto a lo 
declarado por esta autoridad y toda vez que como lo señalé en 
audiencia de las diez horas, esta audiencia señalada para las 
doce horas en la cual se tendría que llevar a cabo toda vez que 
se encuentran presentes los inculpados y tanto la agraviado 
como la testigo ********* ****** *******, no hay motivo por lo cual, 
se tenga que diferir la presente audiencia toda vez que la ley 
establece que si no se encuentra presente el defensor 
particular pueden señalar los inculpados defensor de oficio, así 
como también, de oficio este juzgado les debería de asignar si 
es que no lo hicieren un defensor de oficio, por tal motivo es 
que no debe de suspender dicha audiencia, por otra parte toda 
vez que por caso fortuito el día veinticinco de noviembre del 
año dos mil veinte, no se llevó a cabo la diligencia programada 
para el desahogo de la ampliación de declaración de la testigo, 
***** ******** ***** ******, las cuales de autos se advierte  que 
todas las partes estuvieron debidamente notificados de las 
mismas, en fechas de autos del veintidós de julio y en autos de 
fecha diecinueve de agosto en   donde se señalaban las tres 
audiencias para el desahogo de la ampliación de la agraviada y 
sus testigos, por tal motivo es que debe de llevarse a cabo 
dicha audiencia, así también hago manifiesto, que por el caso 
fortuito del día veinticinco de noviembre en el cual, no asistió y 
tampoco  lo acordó esta autoridad, el inculpado **** ****** ****** 
** ** ****, por lo que se debe hacer efectiva el apercibimiento 
del cual fue notificado en el momento en el que se le otorgó su 
libertad caucional desde el pasado trece de marzo, en el cual 
insisto se le notifico y se le hizo saber los alcances del artículo 
357 y 360 del Código Adjetivo de la materia, por lo que solicito 
se haga efectivo la revocación de la libertad caucional de la 
que gozan los inculpados, siento todo lo que deseo manifestar. 
Atento a lo anterior el ciudadano JUEZ ACUERDA: En 
atención a lo que solicita la Asesora Jurídica de la agraviada, 
dígasele que no es procedente la misma en virtud que la 
presencia de los inculpados no es indispensable en ésta 
diligencia, ya que la defensa de los mismos está a cargo de su 
defensor particular, y dicha diligencia como bien se señala se 
difirió primeramente por la inasistencia de su defensor 
particular y no por la de los procesados, y el miércoles 
veintiuno tal y como lo manifiesta la asesora jurídica fue por un 
caso fortuito (no había energía eléctrica en todo el edificio del 
Tribunal) y por ese motivo no pudo llevarse a cabo el desahogo 
de dichas diligencias; aunado a que después de una revisión 
del libro de firmas de los procesados libres bajo caución, se 
advierte que los procesados ***** ****** ******** ****** * **** 
****** ****** ** ** ****, han estado cumpliendo en tiempo y 
forma, con la firma correspondiente; en cuanto a la solicitud de 
que se haga efectivo el apercibimiento decretado al inculpado 
de mérito, tampoco es procedente su solicitud, ya que de los 
proveídos de fechas diecisiete y veintidós de julio del año en 
curso, mediante el cual fueron legalmente notificados los 
procesados de mérito y en la que se advierte que dichos 
proveídos por el cual tuvieron conocimiento de la diligencia de 
fecha veinticinco de noviembre de año que transcurre, no se 
les aplicó ningún apercibimiento, luego entonces no es posible 
hacer efectivo tal apercibimiento; por último en cuanto a su 
solicitud de que en virtud de que se encuentran presentes en 
esta sala de audiencia la agraviada, así como los procesados 
de mérito y según su propio dicho no existe impedimento legal 
para que se lleve a cabo el desahogo de la presente diligencia, 
dígasele que no es procedente su solicitud, ya que tal y como 
lo establece el artículo 57 párrafo tercero del Código de 
Procedimientos penales para el Estado, el procesado tendrá 
derecho a una defensa adecuada por abogado, el cual elegirá 
libremente, del cual se advierte que los mismos tiene 
designado a una abogado Particular y en caso de haber sido 
requeridos y si no pudieran o no quieren nombrar un abogado 
en su caso, es cuando el juez podrá designarles un defensor 
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público, lo que no acontece en este caso. Y no habiendo otro 
asunto que tratar se da por concluida la presente diligencia 
firmando al calce y al margen los que en ella intervinieron para 
debida constancia. Doy fe. “ 
 

II.- Inconforme con el acuerdo anterior, el Licenciado JORGE LUIS 
MORFINEZ ALDAMA, Agente del Ministerio Público del Fuero Común adscrito, 
interpuso en tiempo y forma el recurso de apelación, remitiéndose copia certificada 
de la causa penal a este Tribunal para la substanciación del recurso hecho valer, 
los que una vez recibidos y declarado bien admitido el recurso, se procedió a la 
integración del toca correspondiente, y substanciado que fue en sus términos, en 
fecha doce de enero de dos mil veintidós, se llevó a cabo la Audiencia de Vista 
Publica, y se dejó en estado de dictar resolución la que con esta fecha se 
pronuncia, y ; 

C O N S I D E R A N D O S 
 PRIMERO.- Este Tribunal de Alzada es competente para conocer y 

resolver del presente asunto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 98 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, con relación al 
Acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Quintana Roo, 
publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el catorce de julio del año 
dos mil dieciséis, mediante el que se crean y organizan las Salas Unitarias de 
Segunda Instancia del Tribunal Superior de Justicia del Estado; así como que se 
adscriben y re adscriben a los Magistrados Numerarios y Supernumerarios a las 
Salas Especializadas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, respectivamente; 
de donde se observa se organizaron las Sala Unitarias de Segunda Instancia 
correspondiéndole a la antes Séptimas Sala Especializadas en Materia Penal, la 
nomenclatura de Octava Sala Especializada en Materia Penal Tradicional, 
determinándose que dicho acuerdo entraría en vigor a partir del primer día del mes 
de agosto de dos mil dieciséis; y en términos del artículo 31 y 32 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado. Por acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, publicado el veintiuno de diciembre de dos mil dieciséis, a partir 
del diez de enero del dos mil diecisiete funge como titular la Licenciada ******* 
******** *******.  

 SEGUNDO. - El presente recurso tiene los efectos y alcances que le 

confieren los artículos 292 fracción II, 293, 294 fracción I y 295 fracción VIII y 298 
del Código de Procedimientos Penales vigente para el Estado. –  

TERCERO. - Por memorial presentado en fecha siete de diciembre de dos 

mil veinte, el Licenciado JORGE LUIS MORFINEZ ALDAMA, Agente del Ministerio 
Público del Fuero Común adscrito, expresó sus agravios, mismos que en obvio de 
repeticiones innecesarias se omite transcribir en esta resolución, sin que depare 
perjuicio alguno al apelante en los términos de la tesis jurisprudencial, bajo el rubro: 
“AGRAVIOS, FALTA DE TRASCRIPCIÓN DE LOS, EN LA SENTENCIA. NO 
CAUSA PERJUICIO SI SE CONTESTAN.” Visible en la página 61, del Tomo IV, 
Segunda Parte, Octava Época del Semanario Judicial de la Federación. 

CUARTO.- Ahora bien, en el presente caso en estudio, el A quo dictó un 

acuerdo en el que determinó la imposibilidad del desahogo de la prueba consistente 
en la DECLARACION TESTIMONIAL  a cargo de la ateste ********* ****** ******** 
debido a la inasistencia del Licenciado ***** ******* ******** *******, en su carácter de 
Defensor Particular de los procesados ***** ****** ******** ****** * **** ****** ****** ** 
** ****, inasistencia que tuvo por justificada el Juez natural y que derivó en el 
diferimiento de la referida prueba.  

  
 Asimismo, en esa misma diligencia la Licenciada ***** ********* ****** ******* 

en su carácter de asesor jurídico de la agraviada, en atención a lo decretado por el 
Juez natural solicitó que se llevara a cabo el desahogo de la prueba antes referida, 
aduciendo que ante la inasistencia del defensor particular, los inculpados pueden 
señalar al defensor de oficio, incluso la propia autoridad judicial podría realizar 
dicha designación para estar en posibilidad de llevar a cabo el desahogo de la 
citada diligencia. Para apoyar lo anterior la Licenciada Perla Margarita Valdés 
Arrieta, expresa que el inculpado **** ****** ****** ** ** **** no asistió a la diligencia 
programada para el día veinticinco de noviembre de dos mil veinte, no obstante que 
aquella fue suspendida por un caso fortuito, sin que la autoridad judicial emitiera 
acuerdo al respecto, situación que a decir de la inconforme ameritaba hacer 
efectivo el apercibimiento hecho del conocimiento del procesado de referencia 
cuando se le otorgó su libertad bajo caución.  
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  A todo lo anterior, el A Quo acordó que la presencia de los procesados no 
era indispensable en la diligencia motivo de la litis, pues su defensa estaba a cargo 
de su defensor particular; asimismo, fue concluyente al señalar que el diferimiento 
de la audiencia se debió a la inasistencia del defensor particular y no por parte de 
los procesados; en cuanto a la diligencia programada para su desahogo en fecha 
veinticinco de noviembre del año dos mil veinte, en efecto, ésta se difirió por un 
caso fortuito y no por la inasistencia de uno de los procesados, aunado a que no les 
fue impuesto apercibimiento alguno para el caso de no asistir a la expresada 
diligencia; habida cuenta que los procesados de mérito han estado cumpliendo en 
tiempo y forma con la firma correspondiente;  y por cuanto al nombramiento del 
defensor de oficio, ello no resulta jurídicamente correcto en atención a lo dispuesto 
en el artículo 57 párrafo tercero del Código de Procedimientos Penales para el 
Estado, toda vez que se trata de un derecho del procesado el nombramiento o 
revocación de un abogado, lo cual se concretó al designar al Licenciado ***** ******* 
******** *******, y solo cuando no puedan o no quieran realizar nombrar es cuando la 
autoridad judicial podrá designarles a un defensor público, situación que no 
acontece.  

 
      Posteriormente el Licenciado JORGE LUIS MORFINEZ ALDAMA, 

Agente del Ministerio Público del Fuero Común adscrito, en su escrito de agravios 
reitera las manifestaciones de la Asesor Jurídico, agregando que los procesados de 
referencia designaron como defensores particulares a los Licenciados ****** ***** 
******* ******* ***** ******* ******** ******* * ****** ********* ***** pero únicamente se le 
ha apercibido al segundo de los antes mencionados, y en tal razón debió ser 
extensivo el apercibimiento a los otros dos defensores nombrados, habida cuenta 
que estos últimos tampoco presentaron justificante parta no comparecer en la 
diligencia de fecha veintiséis de noviembre de dos mil veinte, lo que a decir del 
recurrente resulta procedente imponerles el apercibimiento decretado en fecha 
trece de marzo de dos mil venta consistente en multa; de igual forma solicita el 
inconforme le sea revocada la libertad caucional a los procesados ***** ****** 
******** ****** * **** ****** ****** ** ** ****, debido a que la primera antes mencionada 
dejó de asistir a dos audiencias y por lo que respecta al segundo antes nombrado 
ha dejado de asistir a tres audiencias, estado ambos procesados debidamente 
notificados.  

 
 De lo anterior se puede establecer que efectivamente el A Quo tuvo la 

razón al decretar la imposibilidad de llevar a cabo el desahogo de la diligencia 
consistente en la declaración testimonial a cargo de la ateste ********* ****** ******* y 
diferir su desahogo, debido a la inasistencia del Defensor Particular de los 
procesados, lo anterior teniendo como sustento que dicha inasistencia se deriva de 
una causa justificada comprobada al exhibir una documental que genera la 
presunción de un mandato judicial, al tratarse de un citatorio para el desahogo de 
una audiencia inicial de formulación de imputación sin detenido, la cual habría de 
verificarse a la misma hora y fecha programada para el desahogo de la diligencia 
en la que se emitió el acuerdo recurrido. Misma documental que no obstante la 
omisión del Juez natural adquiere valor probatorio en términos del artículo 240 del 
Código de Procedimientos Penales vigente del Estado, para tener por acreditada la 
causa que justifica la inasistencia del Defensor Particular y por ende, el diferimiento 
de la diligencia, esto para salvaguardar los principios del debido proceso y el 
derecho a un adecuada defensa, el primero establecido en el artículo 8 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, el cual en su inciso 2, 
apartado d) el cual establece el derecho del inculpado de ser asistido por un 
defensor de su elección; y el segundo de conformidad con el artículo 20, apartado 
B, fracción VIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el cual dispone que todo imputado tendrá derecho a una defensa adecuada por un 
abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el momento de su detención; que 
si no quiere o no puede nombrarlo, después de haber sido requerido para hacerlo, 
el Juez le designará un defensor público; y que el propio imputado también tendrá 
derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y éste 
tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera. Así como lo dispuesto en 
articulo 57 párrafo cuarto del Código de Procedimientos Penales vigente del 
Estado, el cual dispone que todo inculpado tendrá derecho a una defensa 
adecuada por abogado, al cual elegirá libremente e incluso desde el momento de 
su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de haber sido 
requerido para hacerlo, el juez le designara un defensor público. También tendrá 
derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y este 
tendrá la obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera.  
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Al caso tiene relevancia la tesis aislada del Tercer Tribunal Colegiado en 

Materia Penal del Segundo Circuito, con número de Registro digital 2022827, de la 
Décima Época, en materia Constitucional, Común, Penal, Tesis: II.3o.P.96 P (10a.), 
consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 84, Marzo 
de 2021, Tomo IV, página 2817, cuyo rubro y texto son del siguiente tenor: 
“DEFENSA ADECUADA. LA DESIGNACIÓN DE UN DEFENSOR DE OFICIO EN 
LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, ANTE LA INCOMPARECENCIA DEL 
ABOGADO PARTICULAR, A PESAR DE LA OPOSICIÓN DEL IMPUTADO, 
PUEDE VULNERAR AQUEL DERECHO HUMANO Y, POR ENDE, EN SU 
CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. El artículo 20, 
apartado B, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que todo imputado tendrá derecho a una defensa adecuada por 
un abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el momento de su detención; 
que si no quiere o no puede nombrarlo, después de haber sido requerido para 
hacerlo, el Juez le designará un defensor público; y que el propio imputado también 
tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y 
éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera. Lo que implica que 
en el procedimiento penal acusatorio, el quejoso puede nombrar un defensor 
privado para que lo asesore y realice su defensa las veces que lo estime necesario; 
sin embargo, cuando el Tribunal de Enjuiciamiento, ante el apercibimiento a los 
defensores particulares con un arresto para que comparezcan a la audiencia de 
juicio oral, lo hace efectivo y designa al defensor de oficio para que asista al 
acusado en dicha diligencia, a pesar de la oposición de éste, resulta inconcuso que 
esa actuación puede resultar no sólo en una vulneración de derechos procesales o 
adjetivos, sino también puede afectar el derecho humano sustantivo a una 
adecuada defensa, porque al menos en el desahogo de ese segmento de la 
audiencia, el imputado no estará representado por quien desea que lo haga, y al ser 
su derecho designar el defensor de su preferencia, da lugar a la procedencia del 
juicio de amparo indirecto, porque el acto tiene la naturaleza de ejecución 
irreparable que viola derechos sustantivos, en términos del artículo 107, fracción III, 
inciso b), de la Ley de Amparo”. 

 
    De ahí que el Juez natural estuvo en lo correcto en decretar la 

imposibilidad para el desahogo de la prueba consistente en la declaración 
testimonial a cargo de la ateste ********* ****** ******* y ordenar su diferimiento en 
fecha posterior, ello ante la inasistencia justificada del defensor particular de los 
acusados, pues de no haberlo hecho así, habría vulnerado el derecho humano que 
le asiste a los procesados de garantizarles un debido proceso y el derecho a una 
adecuada defensa, siendo que este último derecho implica la obligación que tiene el 
juzgador de que los inculpados cuenten con la presencia y el acompañamiento legal 
de su defensor en todos los actos del proceso, lo anterior en concordancia con el 
artículo 604 del Código de Procedimientos Penales vigente del Estado, el cual 
dispone: en la audiencia del juicio será obligatoria la presencia del defensor quien, 
en la misma, tiene el deber de formular la defensa oral del acusado, sin perjuicio del 
alegato escrito que quiera presentar.  De lo que se colige la obligación del juzgador 
de garantizar la presencia del defensor en cada una de las audiencias que se 
desahoguen en el proceso.  

 
Por otra parte, si bien es cierto, nuestra Carta Magna contempla la 

posibilidad que pueda designársele al procesado un defensor de oficio, ello 
contrario a los razonamientos vertidos por el inconforme únicamente puede 
acontecer cuando aquel no haya querido o no haya podido nombrar a un 
defensor, o cuando exista un evidente abandono de la defensa, supuestos que no 
se satisfacen en el presente asunto, por tanto resulta acertada la determinación del 
A Quo al privilegiar la voluntad de los procesados quienes con anterioridad 
nombraron a los Licenciados ****** ***** ******* ******* ***** ******* ******** ******* * 
****** ********* **** como sus defensores, lo anterior en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución Federal, el 
cual entraña una prohibición para el Estado consistente en no entorpecer el 
ejercicio del derecho de defensa del gobernado. Por tanto, como acertadamente lo 
resolvió el Juez natural no existe razón jurídica alguna para suplir la designación 
hecha en la persona de los profesionistas antes mencionados, lo que permitió 
respetar hasta el límite de lo posible, el derecho de los procesados de nombrar un 
profesionista en derecho que asuma su defensa y opera como garantía para no 
dejar a los imputados en estado de indefensión. Las directrices previamente 
planteadas son necesarias para evitar una violación al derecho humano de defensa 
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adecuada porque se refieren a la realización de acciones de protección, respeto y 
garantía del citado derecho humano en un proceso penal. 

En cuanto a la inasistencia del procesado a la diligencia programada para el 
día veinticinco de noviembre del año dos mil veinte, resulta acertada la 
determinación del Juez natural al señalar que no resulta procedente imponer 
apercibimiento alguno en la persona del procesado **** ****** ****** ** ** ****, pues 
la causa que impidió el desahogo de la prueba programada para esa fecha no lo fue 
la inasistencia de aquel, sino la falta de energía eléctrica en todo el edifico del 
Tribunal, como se desprende de lo expresado por el A Quo en diverso proveído de 
fecha veintiséis de noviembre de dos mil veinte que obra a foja cuatrocientos 
setenta y cuatro del sumario, habida cuenta que derivado de dicho inconveniente no 
se levantó constancia de la citada audiencia, lo que impide tener certeza de la 
asistencia o inasistencia de las partes; y aun suponiendo que el procesado de 
referencia no haya asistido a la citada audiencia, éste hecho no ocasionó perjuicio 
alguno o retraso en el procedimiento, pues se reitera que la causa que impidió el 
desahogo de la diligencia lo fue la falta de energía eléctrica, lo cual aun con la 
asistencia de todas las partes no habría podido tener verificativo la citada diligencia, 
por no contar con el suministro eléctrico indispensable para el funcionamiento de 
los equipos de cómputo. Abundando sobre el particular, si bien es cierto,  el 
derecho a disfrutar del beneficio de la libertad bajo caución se encuentra 
condicionado al cumplimiento de ciertas obligaciones, las cuales se encuentran 
especificadas en los artículos 357 y 360 del Código de Procedimientos Penales 
vigente del Estado, y cuyo incumplimiento hacen posible su revocación, como el 
hecho de no presentarse ante el juez o tribunal los días que se fijen y cuantas 
veces sea citado para ello, así como desobedecer  sin causa justa y comprobada 
las órdenes del Juez o Tribunal; lo cierto es, que en todas ellas la intención del 
legislador es garantizar la no sustracción del inculpado y garantizar la asistencia del 
éste a las audiencias a las cuales la ley le impone la obligación de acudir, esto con 
el objetivo de no retrasar el procedimiento; situación que no se colma en el presente 
asunto, pues aun cuando el inconforme alega que en audiencias anteriores, en 
específico las programadas para los días diecisiete y dieciocho de noviembre de 
dos mil veinte, los ahora procesados no acudieron a pesar de estar debidamente 
notificados, es evidente que su diferimiento se debió a la inasistencia de su 
Defensor Particular, al caso el Licenciado ***** ******* ******** *******, quien de haber 
asistido se habría podido desahogar la diligencia respectiva, pese a la inasistencia 
de los procesados, toda vez que la prueba ofrecida no corría a cargo de estos y por 
ende, no era indispensable su presencia, tal y como se advierte del contenido del 
artículo 603 y 604, ambos del Código Adjetivo de la materia, los cuales 
preceptúan:  artículo 603. Las audiencias se llevarán a cabo, concurran o no las 
partes, salvo el Ministerio Público que no podrá dejar de asistir a ellas.  Artículo 
604. En la audiencia del juicio será obligatoria la presencia del defensor quien, en la 
misma, tiene el deber de formular la defensa oral del acusado, sin perjuicio del 
alegato escrito que quiera presentar. De lo anterior se concluye que las únicas 
personas que están obligadas a acudir a las audiencias por ministerio de ley son el 
Ministerio Público y el Defensor, en tanto las demás partes les asiste el derecho de 
asistir, mas no la obligación; en este sentido, el no ejercicio de ese derecho por 
parte de los procesados no les puede implicar la imposición de un castigo o 
sanción, salvo los casos en los que se trate del desahogo de pruebas que corran a 
su cargo, pues solo así, la autoridad judicial debe garantizar su presencia para la 
prosecución del proceso, de ahí que pueda imponer las medidas de apremio que 
resulten eficaces para hacer evitar un retraso en el procedimiento. En las referidas 
condiciones, como bien lo señaló el A Quo en el auto recurrido, no resulta 
procedente revocar la libertad caucional de la que disfrutan los procesados. 

Otro motivo de disenso lo hace consistir el recurrente al señalar que el 
apercibimiento que en su momento se realizó en la persona del Licenciado ***** 
******* ******** *******, para asegurar su asistencia a la diligencia programada para el 
día veintiséis de noviembre de dos mil veinte, también debió ser extensivo para los 
otros defensores nombrados, al caso los Licenciados ****** ***** ******* ****** * ****** 
********* ****, toda vez que no se encuentra justificada su inasistencia a la citada 
diligencia, en consecuencia solicita se les imponga la multa decretada; en este 
sentido, resulta errónea la apreciación del inconforme, toda vez que la finalidad que 
se persigue con la imposición de los medios de apremio, es la de conseguir el 
cumplimiento de las determinación dictadas por la autoridad judicial, por tanto, es 
indispensable que dicho requerimiento le sea dado a conocer a la persona que 
tiene la obligación de cumplirlo, así como el apercibimiento decretado 
correlativamente, es decir, les sea notificados en forma indubitable para que sea 
conocedor de la sanción a que se expone en caso de desobediencia al mandato 
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judicial, de lo que se colige que el apercibimiento decretado por el juzgador debe 
ser notificados en forma personal a quien incumbe el cumplimiento, situación que 
no acontece en el presente asunto, pues derivado de las constancias que obran en 
el sumario y de lo expuesto por el inconforme, la notificación del apercibimiento 
únicamente le fue realizada al Licenciado  ***** ******* ******** *******, no así a los 
diversos profesionistas ****** ***** ******* ****** * ****** ********* ****, por tanto, la 
obligación y la consecuencia correlativa a su incumplimiento no puede ser extensiva 
a los antes mencionados.  

    Apoya lo anterior la tesis aislada emitida por el Segundo Tribunal 
Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, con número de registro 2022076, de la 
Décima Época, en materia Penal, Tesis: XVII.2o.12 P (10a.), consultable en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 78, Septiembre de 2020, 
Tomo II, página 935, cuyo rubro y texto son los siguientes: “MEDIDAS DE 
APREMIO PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES. PARA QUE SU IMPOSICIÓN 
SEA LEGAL, DEBE MEDIAR APERCIBIMIENTO, POR REGLA GENERAL. Los 
artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos tutelan los derechos de legalidad –que consiste en 
que toda autoridad debe ajustar su actuar a las disposiciones que norman las 
atribuciones que le confiere la ley– y seguridad jurídica de las personas –que tutela 
el conocimiento de éstas tanto de la regulación normativa como del proceder de las 
autoridades, para asegurar que éste no es arbitrario y evitar indefensión–. Por su 
parte, el artículo 104, fracción II, del Código Nacional de Procedimientos Penales 
enlista los medios de apremio que puede emplear el órgano jurisdiccional para 
hacer cumplir sus determinaciones, sin precisar algún procedimiento para su 
aplicación, incluso, los artículos 57, párrafo último y 59, permiten que puedan 
aplicarse de manera indistinta. Del proceso legislativo que dio origen a ese código 
no se advierte alguna consideración sobre las medidas de apremio. Así, una 
interpretación literal del artículo 104, fracción II, conduciría a concluir que sólo se 
exige el apercibimiento para imponer arresto, en términos de su párrafo penúltimo. 
Sin embargo, la interpretación conforme de dicha norma, a la luz de los artículos 
constitucionales citados, permite concluir que, por regla general, el apercibimiento 
es un elemento indispensable previo a imponer cualquier medida de apremio, pues 
sólo a través de esa advertencia de la autoridad jurisdiccional, la persona está en 
aptitud de conocer la consecuencia jurídica de su contumacia. Este resultado 
hermenéutico protege de manera más amplia los derechos de legalidad y seguridad 
jurídica, en términos del artículo 1o., párrafo segundo, de la Constitución Federal y, 
además, guarda congruencia con lo resuelto por la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en las contradicciones de tesis 46/99-PS y 125/2007-
PS, de las que derivaron, respectivamente, las jurisprudencias 1a./J. 20/2001, de 
rubro: "MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN REQUISITO 
MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD PARA QUE 
SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES DEL DISTRITO 
FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS)." y 1a./J. 60/2008, 
de rubro: "ARRESTO COMO MEDIDA DE APREMIO. NO NECESARIAMENTE 
DEBE DETERMINARSE SU TEMPORALIDAD DESDE EL APERCIBIMIENTO.". 
Además, estimar que el apercibimiento no es un requisito que deba mediar antes de 
imponer una medida de apremio, implicaría equipararlas a infracciones por 
incumplimiento a disposiciones legales, lo cual no es admisible si se considera que 
participan de una naturaleza distinta, pues éstas son consecuencias jurídicas 
específicas que establece el órgano legislativo frente a conductas determinadas y 
que son del conocimiento de las personas desde la entrada en vigor del 
ordenamiento respectivo, en tanto que las medidas de apremio son herramientas de 
la autoridad judicial para que sus órdenes concretas se cumplan, ante cuyo 
desacato tiene la facultad para elegir discrecionalmente e imponer una sanción de 
entre las previstas limitativamente en la ley; y es precisamente esta discrecionalidad 
para determinar la medida de apremio aplicable a cada caso, lo que propicia 
inseguridad jurídica en los justiciables, que sólo se corrige con el apercibimiento 
previo. Lo anterior es acorde con el razonamiento que sostuvo la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la contradicción de tesis 431/2013, de la 
que surgió la jurisprudencia 1a./J. 35/2014 (10a.), de título y subtítulo: "MULTA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 260, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE AMPARO. SU 
IMPOSICIÓN POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NO ESTÁ 
CONDICIONADA A REQUERIMIENTO NI APERCIBIMIENTO PREVIOS A LA 
AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO 
(LEGISLACIÓN DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)." 
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En este orden de ideas, al resultar INFUNDADOS los agravios expresados 
por el Licenciado JORGE LUIS MORFINEZ ALDAMA, Agente del Ministerio Público 
del Fuero Común, se impone la necesidad jurídica de CONFIRMAR la 
determinación impugnada contenida en el acuerdo de fecha veintiséis de noviembre 
de dos mil veinte, para quedar en los mismos términos.   

Por lo anteriormente razonado y fundado, esta Autoridad: 
R E S U E L V E 

 
PRIMERO. - Se CONFIRMA la determinación impugnada contenida en el 

acuerdo de fecha veintiséis de noviembre del año dos mil veinte, dictado por el 
entonces secretario en funciones de Juez Penal auxiliar “A” de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Solidaridad, Quintana Roo, en la causa penal número 
620/2016, seguido en contra de ***** ****** ******** ****** * **** ****** ****** ** ** ***** 
por el delito de DESPOJO, conforme a lo dispuesto en el último considerando de la 
presente resolución. 

SEGUNDO. - Remítase copia certificada de esta resolución, al juzgado de 
origen para que surta los efectos legales correspondientes. En su oportunidad 
archívese el presente Toca Penal como asunto totalmente concluido.   

TERCERO.- Atendiendo a lo establecido en nuestra Carta Magna en el 
Artículo 20 Apartado C, y en el Artículo 3 Bis Fracción XX de nuestro Ordenamiento 
Penal vigente en el Estado, el cual establece de forma textual: “Los denunciantes, 
querellantes y las víctimas u ofendidos, por la comisión del delito tendrán derecho, 
en la averiguación previa o en el proceso, según corresponda…” Fracción XX.- “A 
que se le notifique  personalmente el no ejercicio de la acción penal, y la sentencia 
de primera instancia y segunda instancia y las demás resoluciones que determine 
este Código”; Se ordena notificar de forma personal la presente resolución al 
ciudadano Agente del Ministerio Público del Fuero Común  Adscrito a esta Sala, así 
como a la parte agraviada, para los efectos legales correspondientes. 

CUARTO. - NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y CUMPLASE. Así lo 
resolvió y firma la Ciudadana Magistrada Titular de la Octava Sala Especializada en 
Materia Penal Tradicional del Tribunal Superior de Justicia del Estado, con sede en 
la Ciudad de Cancún, Quintana Roo, Maestra en Derecho ******* ******** *******, 
ante la secretaria de Acuerdos de la Sala Unitaria del Ramo Penal, Maestra en 
Derecho Licenciada **** ****** ***** ******, quien autoriza y da fe. DOY FE. -  
 
 

 

 

 

 

 

  

 

 
Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información 
confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las 
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización 
de los inmuebles entre otros). En términos de lo previsto en los artículos 126, 127, 
129 y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
 


